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EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CÁCERES

COMISIÓN INFORMATIVA DE URBANISMO, PATRIMONIO, CONTRATACION Y SEGUIMIENTO EMPRESARIAL

ACTA
SESIÓN: EXTRAORDINARIA
FECHA: miércoles 19 de abril de 2017 

ASISTENTES: Presidente: D. VALENTIN PACHECO POLO (PP) 
Vocales:         Dª  MARIA MONTAÑA JIMENEZ ESPADA (PP)

D. RAUL RODRÍGUEZ PRECIADO (PP)

Dª MARIA ANGELES COSTA FANEGA (en sustitución de D. FRANCISCO ANTONIO HURTADO MUÑOZ (PSOE)

D. ANDRÉS LICERÁN GONZALEZ (PSOE)

D. ANTONIO MARIA IBARRA CASTRO (C´S) 

Dª CONSOLACION LÓPEZ BALSET (en sustitución de D. ILDEFONSO CALVO SUERO (CAC)

Secretario:      D. JUAN MIGUEL GONZALEZ PALACIOS

Técnicos asesores: D. JAVIER RUIZ GARCIA Arquitecto jefe del Servicio de Urbanismo

         D. FERNANDO PEDRAZO POLO (Jefe de Sección de Licencias)

Por el Sr. Presidente se abre la sesión siendo las ocho horas y treinta y cinco minutos del día diecinueve de abril de dos mil diecisiete, miércoles. También asiste el Director de la Oficina de Desarrollo Urbano, D. Francisco José Leza Pérez. 
        ORDEN DEL DÍA
1º.-
Aprobación del acta de la sesión extraordinaria de 30 de marzo de 2017

Se somete a la Comisión Informativa de Urbanismo la aprobación del acta de la sesión extraordinaria de treinta de marzo de dos mil diecisiete, la cual había sido repartida con la convocatoria. 


No se presentan reclamaciones ni observaciones al acta por lo que la COMISION, por unanimidad, aprueba el acta presentada.





                PLANEAMIENTO
2º.-
Propuesta de modificación puntual del Plan General Municipal de Cáceres en norma zonal 7 Actividades Económicas.

Se presenta a la Comisión la Propuesta de modificación puntual del Plan General Municipal de Cáceres en norma zonal 7 Actividades Económicas, tramitado a instancias de D. Francisco Ramírez López en representación de PROVECAEX S.L. (Expte. PLA-LUE-0164-2016). El informe por el Servicio de Urbanismo de fecha 28 de marzo de 2017 dice literalmente: 

“Vista la documentación aportada por la Sección de Planeamiento y Gestión perteneciente al expediente iniciado por Francisco Ramírez López, consistente en una “propuesta de modificación puntual” del PGM, relacionada con la Norma Zonal 7 Actividades Económicas. Documento sobre el que solicita del Servicio de Urbanismo el informe correspondiente, el técnico que suscribe informa lo siguiente:

El documento tiene como objeto modificar de forma particularizada determinados parámetros urbanísticos relativos a las condiciones que le impone el PGM a la manzana situada en la carretera de Mérida, Avd. Juan Pablo II (planeamiento que cuenta con aprobación definitiva desde el 15 de febrero de 2010, y que fue publicado en el DOE de 30 de marzo de 2010); manzana donde se encuentra PROVECAEX S.L.. Según el Plan vigente, dicha parcela se encuentra dentro de uno de los ámbitos a los que se le atribuye la Norma Zonal 7 (Actividades Económicas), Grado 4 (Grandes superficies comerciales y terciario de oficinas en nuevas ordenaciones).

1. Objeto de la modificación:
Con objeto de poder hacer reformas en una actividad allí instalada, se pretende la modificación de los parámetros de ocupación, retranqueos y reserva de plazas de aparcamiento. 

Mediante el documento presentado se propone un 100% de ocupación frente al 60% actualmente establecido para todo el ámbito de la norma zonal y grado. Se propone un retranqueo libre, tanto a alineación oficial como a linderos, frente al mínimo de 5 metros que indica la norma; y por último, se pretende una reserva de plazas de aparcamientos de una por cada 50 metros cuadrados de superficie de venta comercial alimentaria, frente a lo actualmente regulado de 1 plaza cada 25 metros cuadrados. Como ya se ha indicado, los cambios pretendidos se aplicarían exclusivamente a la manzana de la Avd. Juan Pablo II donde desarrolla su actividad la empresa PROVECAEX. 

A pesar de intentar justificar en el documento la singularidad de la manzana en cuestión, el problema que se puede dar en esta localización es extensible las otras dos que constituyen el ámbito de la norma zonal 7.4 en el entorno de la carretera de Mérida (avd. Juan Pablo II); y más aún, haciendo un estudio del resto de ámbitos a los que se le atribuye esta norma zonal, se llega a la conclusión de que el problema es extensible a casi la totalidad de la norma zonal. 

2. Planeamiento en vigor:

El tomo II, Fichas de las Normas Urbanísticas del Plan General, establece en las condiciones particulares para la norma zonal 7 (Actividades Económicas), Grado 4 (Grandes superficies comerciales y terciario de oficinas en nuevas ordenaciones). En el capítulo 8.7 CONDICIONES PARTICULARES DE LA NORMA ZONAL 7. ACTIVIDADES ECONÓMICAS, artículo 8.7.1 y siguientes se establece la regulación de todos aquellos suelo que se encuentran dentro de esta norma zonal, particularizando para cada uno de los 5 grados regulados.

En aquello que se pretende modificar, parámetros indicados en el apartado anterior, dicho capítulo indica lo siguiente:

Artículo 8.7.9. Ocupación (D)
La ocupación de la parcela no podrá ser superior al resultado de aplicar a la superficie de parcela edificable los siguientes coeficientes de ocupación:…

- Grado 3, 4 y 5: Sesenta por ciento (60%) para parcelas no edificadas. Justificadamente, a través de un estudio de detalle, se podrá aumentar la ocupación, así como cuando procedan de un planeamiento de desarrollo que determinara una ocupación mayor, o esta fuera libre o definida únicamente por retranqueos a alineación, en cuyo caso se justificará en el proyecto para la solicitud de licencia.

En todos los grados, la ocupación bajo rasante será la misma que sobre rasante, salvo cuando se precise mayor ocupación para el cumplimiento de dotación de aparcamientos, en cuyo caso será la necesaria al efecto. Se permite el semisótano, sobresaliendo un máximo de ciento cincuenta (150) centímetros por encima de la rasante, hasta la cara inferior del forjado de techo, salvo cuando por la topografía del terreno (viarios con desnivel igual o superior al 6%), se originen diferencias de cota que obliguen a que el semisótano sobresalga una mayor cuantía por encima de la rasante, que en todo caso, como máximo será de ciento noventa (190) centímetros medidos a cara inferior de forjado de techo.

Artículo 8.7.10. Posición de la edificación (D)

1. Alineaciones y retranqueos

Las alineaciones serán las fijadas en el plano nº5 de "Clasificación, calificación y regulación del suelo y la edificación en suelo urbano (...). Red viaria, alineaciones y rasantes".

La separación entre el plano de fachada y la alineación oficial, en el supuesto de que no aparezca grafiada en el mencionado plano nº5, será según los grados:…

- Grado 3, 4 y 5: Un mínimo de cinco (5) metros, salvo determinación gráfica en contrario o determinación del planeamiento del que procedan, lo cual se justificará en el proyecto para solicitud de licencia…

2. Separación a linderos

La separación a los linderos laterales y testero será según los grados:…

- Grado 3, 4 y 5: El retranqueo mínimo a linderos será de cinco (5) metros, salvo indicación gráfica en contrario o determinación del planeamiento del que procedan, lo cual se justificará en el proyecto para solicitud de licencia…

Artículo 8.7.12. Plazas de aparcamiento (D)

Se dispondrá como mínimo de una (1) plaza de aparcamiento por cada cien (100) metros cuadrados de superficie edificada.

Para el grado 3, 4 y 5, se estará a lo dispuesto para el uso comercial y hotelero, en cada una de sus categorías.

 Por otro lado, el PGM establece una serie de ámbitos a los que atribuye la misma norma zonal que la manzana objeto del expediente; son ámbitos espaciales concretos y no muy numerosos. A pesar de contar con una regulación única, dichos ámbitos tienen un rasgo principal que los caracteriza a efecto de ordenación, por un lado están aquellos suelos donde ya existe una edificación, y por otro los que están libres de ella. Los primeros constituyen la gran mayoría, siendo los libres de edificación exclusivamente dos.

Además de las tres manzanas que se encuentran próximas a la parcela objeto de informe, los ámbitos o zonas donde se le atribuye la norma zonal 7, grado 4, son los siguientes:

· Edificio de “los sindicatos”, Avd. Primo de Rivera.

· Unide, Charca Musia.

· Aldea Moret, Avd. de la constitución y traseras.

· Centro comercial Carrefour.

· Centro comercial Erosky.

· Oficina de Pinilla, avd. Virgen de Guadalupe.

· Conjunto Lidl, Dia, Mercadona, polígono el Vivero.

· Centro comercial Supercor, avd. Ruta de la Plata.

· Parcela comercial R-66-b, avd. Alfonso Díaz de Bustamante.

· Parcela comercial Sierrilla, calle rio Salor.

Como ya se ha indicado, de todas las zonas anteriormente citadas, tan solo están libres de edificación las dos últimas.

3. Justificación de la ordenación propuesta.
La regulación propuesta por el PGM, entra  en contradicción con el propósito de ésta, en ningún momento se podrá llegar a consolidar estos ámbitos con la nueva ordenación, es decir, llegar a obtener para la totalidad de la manzana nuevos retranqueos, nueva ocupación etc.. Debido a la existencia en la actualidad de edificaciones que no se ajustan a esa nueva ordenación y que en su gran mayoría persistirán en el tiempo, provocaría la coexistencia de estas con otras que si pudieran ser sustituidas por obra nueva, y por tanto ajustadas a la nueva ordenación.  

4. Conclusión.

La existencia de varias parcelas que cuentan con la misma calificación, parcelas que en mucho de los casos, tuvieron idéntico origen a la que es objeto de modificación; obliga con el objeto de cumplir con uno de los principios fundamentales del urbanismo, a que la modificación propuesta pudiera o debiera hacerse extensible al resto de parcelas que cuentan con la misma calificación y se encuentran en idénticas circunstancias.

Dado el desajuste relacionado con la ubicación de cada una de las excepciones plasmadas en el artículo 8.7.8 Edificabilidad (E) con la norma zonal a la que pertenece dichos ámbito; si se modificara el PGM deberían corregirse tales errores, ubicando cada ámbito en su norma zonal.

El documento se deberá adecuar en contenido y forma a lo recogido para tal fin por la LSOTEX y el reglamento que la desarrolla. Por ello y con objeto de no superar la edificabilidad inicialmente asignada por el PGM, edificabilidad que saldría de ocupar un 60% de la parcela y aplicar una altura máxima de dos planta; la nueva ordenación si permitiera una ocupación del 100% de la parcela debería establecer una edificabilidad máxima de 1,2 m2/ m2; con ello no se produciría un incremento de edificabilidad, y por tanto la modificación podría ser considerada de carácter detallado.

La forma de proceder de acuerdo con la estructura del Plan General Municipal sería la de incluir en los artículos correspondientes a la Norma Zonal 7.4, las condiciones singulares enunciadas. Para ello se tendría que hacer una primera distinción entre las manzanas que no cuentan con edificación; a las cuales se les aplicará las condiciones actualmente reguladas por el PGM. Y se determinarán las nuevas condiciones para el resto, determinaciones que serán las pretendidas para la manzana objeto del documento presentado.

Por último, y en lo referente a los parámetros de ocupación, retranqueos, y edificabilidad propuesto, entiendo que serían lógico y estaría justificado, al menos, para aquellas manzanas que ya tienen edificaciones. Si bien la reducción de las plazas de aparcamiento de forma concreta para esta parcela, reduciendo de lo obligado por las condiciones particulares del uso comercial de 1 plaza cada 25 m2 de superficie comercial a 1 plaza cada 50 m2, supone obviar un problema existente en la ciudad, y que se ve acrecentado en el suelo que nos ocupa, suelo consolidado donde se desarrolla una actividad comercial que requiere un alto número de plazas de aparcamientos.

Del objeto de la modificación se deduce que lo que se pretende modificar son condiciones de carácter detallado de los ámbitos en cuestión.
Teniendo en cuenta todo lo anteriormente indicado, y a la vista de este nuevo supuesto de ordenación de carácter discrecional será superior criterio municipal el que decida al respecto.”

El Sr. Ruiz, Arquitecto Jefe del Servicio de Urbanismo explica que la propuesta se refiere a una sola parcela y que debería extenderse al menos para toda la manzana, así como a otros supuestos similares, puesto que la norma zonal no ha recogido situaciones distintas ante edificaciones existentes y es viable hacer una regulación específica, incluso contemplando la reducción de plazas de aparcamiento pero de manera justificada y como excepción a la regla general. 

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe técnico trascrito y dictamina favorablemente la Propuesta de modificación puntual del Plan General Municipal de Cáceres en norma zonal 7 Actividades Económicas para lo que se deberá elaborar un documento más desarrollado para el estudio de la reducción de plazas de aparcamiento como excepcionalidad a la regla general distinguiendo entre zonas industriales consolidadas y nuevos desarrollos. 
3º.-

Modificación de Estatutos de la Junta de Conservación del Parque Empresarial Mejostilla Industrial.
Se presenta a la Comisión la propuesta de modificación de Estatutos de la Junta de Conservación del Parque Empresarial Mejostilla Industrial, tramitado a instancias de D. Félix Hidalgo García como administrador de la Junta de Conservación del Parque Empresarial Mejostilla. El informe emitido por la Jefa de la Sección de Planeamiento de fecha 14 de marzo de 2017 dice literalmente: 

“Se presenta por D. Felix Hidalgo Garcia, en representación de la empresa “Hidalgo Administraciones de Fincas” en su calidad de administrador de la Junta de Conservación “Parque Empresarial  Mejostilla de Cáceres”, propuesta para la modificación de los Estatutos de dicha Junta de Conservación.


Los Estatutos de la Junta de Conservación “Parque Empresarial Mejostilla”, fueron aprobados por este Ayuntamiento con fecha 11 de abril de 2008, constituyéndose dicha Junta de Conservación en escritura pública otorgada con fecha 12 de mayo 2008 ante el Notario D. Jesús Eduardo Calvo Martínez con el nº 903 de su protocolo, aprobada por este Ayuntamiento por Resolución 6 julio 2009 e Inscrita en el Registro de Entidades Urbanísticas Colaboradoras por Resolución de la Dirección General de Urbanismo y Ordenación del Territorio de 18 de junio de 2010 (nº registro 63).


La modificación que se plantea afecta al contenido de los artículos 1 y 8 de los Estatutos, con el objeto, según se hace constar en el Acta de la Junta General Ordinaria celebrada por la Junta de Conservación el día 18 de enero de 2017, de incluir en los mismos el artículo 21.6 de la Ley de Propiedad Horizontal con el fin de ahorrar a la Junta de Conservación los Gastos de abogados y procuradores en los monitorios contra los deudores.


Respecto a ello señalar:

· El artículo 2 de la Ley de propiedad Horizontal señala que esta Ley es de aplicación, entre otros, a las entidades urbanísticas de conservación, en los casos en que así lo dispongan sus estatutos.

· El artículo 21.6 de la dicha Ley de Propiedad Horizontal dispone en su apartado 6 que “Cuando en la solicitud inicial del proceso monitorio se utilizaren los servicios profesionales de abogado y procurador para reclamar las cantidades debidas a la Comunidad, el deudor deberá pagar, con sujeción en todo caso a los límites establecidos en el apartado tercero del artículo 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, los honorarios y derechos que devenguen ambos por su intervención, tanto si aquél atendiere el requerimiento de pago como si no compareciere ante el tribunal. En los casos en que exista oposición, se seguirán las reglas generales en materia de costas, aunque si el acreedor obtuviere una sentencia totalmente favorable a su pretensión, se deberán incluir en ellas los honorarios del abogado y los derechos del procurador derivados de su intervención, aunque no hubiera sido preceptiva”.
Entiendo que no existe inconveniente en acceder lo solicitado, si bien debería tenerse en cuenta lo siguiente:


Desde septiembre de 2008 que comenzaron a ponerse al cobro las cuotas de mantenimiento y conservación de la urbanización de conformidad con los coeficientes asignados en proporción a la superficie de cada una de las parcelas del Parque Empresarial, surgió la problemática de las cuotas a pagar por las parcelas municipales ES (Equipamiento Social) y ED (Equipamiento Deportivo),  solicitándose desde este Ayuntamiento a la Junta de Conservación aclaración en relación con dichas cuotas.


Según me informan desde la Intervención Municipal, no se ha pagado por este Ayuntamiento cuota alguna en relación con dichas parcelas, y  desde hace años ni siquiera se han vuelto a pasar por la entidad de conservación, por lo que entiendo que este es el momento de solucionar dicha problemática incluyendo expresamente en la modificación del artículo 8 de los  Estatutos que se presenta, que “las parcelas Social y Deportiva (ES y ED), por su carácter dotacional, quedan excluidas del pago de cuotas al menos mientras permanezcan sin construir, y  una vez construidas, sus cuotas serán acordadas, en su caso,  con carácter especial por la asamblea de propietarios”.

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la modificación de Estatutos de la Junta de Conservación del Parque Empresarial Mejostilla Industrial.




     LICENCIAS

4º.-
Recurso de reposición contra la denegación de permiso de obra menor para la instalación de cerramiento de parcela en C/ Ecuador nº 1. 

Se presenta a la Comisión el Recurso de reposición contra la Resolución de Alcaldía de 15 de marzo de 2017 por la que se deniega el permiso de obra menor para la instalación de cerramiento de parcela en C/ Ecuador nº 1, tramitado a instancias de D. José Malpartida Iglesias en representación de la Comunidad de Propietarios de C/ Ecuador nº 1 (Expte. LIC-OME-0854-2016). El informe emitido por el Jefe de la Sección de Licencias de fecha 12 de abril de 2017 dice literalmente: 

“Se pretende el cerramiento del exterior de la parcela privada del edificio sito en C/ Ecuador nº 1. Se aporta escritura de propiedad de los terrenos. 

El asunto fue dictaminado desfavorablemente por la Comisión de Urbanismo en sesión de 31 de enero de 2017 al ubicarse las obras solicitadas en zona verde, siendo dictada Resolución de Alcaldía de 15 de marzo de 2017 denegando la licencia a la vista de dicho dictamen.

Con fecha de 30 de marzo de 2017 se presenta Recurso de Reposición por la Comunidad de Propietarios en los que se aclaran los términos de la solicitud indicando que ha sido debidamente acreditada la titularidad privada de los terrenos y que no se pretende un cerramiento de la parcela para uso exclusivo de la Comunidad sino tan solo elementos separadores de menos de un metro de altura similares a las ubicadas en el entorno y en otras zonas verdes de la ciudad, de tal forma que sean simples vallas delimitadoras livianas que no impiden el libre tránsito de la personas sin puertas, considerando que es totalmente compatible con su calificación de espacio libre zona verde. La justificación es impedir el mal uso de estas zonas como zona de aparcamiento y tránsito indebido de vehículos, manifestando que en todo caso, los gastos de los elementos separadores serán por cuenta de la Comunidad de Propietarios. 

El técnico que suscribe considera que la Comisión con superior criterio podrá dictaminar la estimación o denegación del recurso de reposición, para lo que podrá considerar: 

· Que el propio dictamen de la Comisión manifiesta su falta de intención de obtener estos terrenos y no iniciar expediente expropiatorio. 

· Que con el cerramiento solicitado no se impide el libre tránsito por estos espacios, sirviendo como elemento delimitador de la parcela y como disuasión al tránsito y estacionamiento de vehículos.

· Que el coste de la instalación será asumido por la Comunidad de propietarios. 

· Que el cerramiento será similar a los existentes en la zona, lo que podría ser informado por el Servicio de Infraestructuras antes de la eventual concesión del permiso.  

· Esta Comisión, en supuestos similares, por motivos de seguridad pública, ha permitido el cerramiento de zonas privadas de uso público.

Es cuanto debo informar, para su conocimiento y efectos oportunos.”

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la estimación del recurso de reposición presentado y que sea concedido el permiso de obras previo informe del Servicio de Infraestructuras para que los elementos delimitadores sean similares a los del entorno. 





     PATRIMONIO
5º.-
Expediente de Permuta de local sito en Puente San Francisco propiedad del Obispado por local en Residencial Universidad propiedad de este Ayuntamiento. 

Se presenta a la Comisión el Expediente de Permuta de local sito en Puente San Francisco propiedad del Obispado por local en Residencial Universidad propiedad de este Ayuntamiento, tramitado a instancias de D. Francisco Cerro Chaves como Presidente de la Asociación Benéfica Constructora “Virgen de Guadalupe” (Expte. PAT-PER-0001-2016 AH). El primer informe emitido por la Jefa de la Sección de Patrimonio de fecha 31 de enero de 2017 dice literalmente: 

“En relación con el escrito presentado con fecha 8 de julio de 2016, por D. FRANCISCO CERRO CHAVES (Obispo de Coria- Cáceres), en calidad de Presidente de la Asociación Benéfica Constructora “Virgen de Guadalupe”; solicitando la adquisición en permuta por este Ayuntamiento del local de su propiedad sito en Cáceres, en la Barriada de San Francisco (con entrada por la Calle San Ignacio nº 7), que actualmente ocupa en régimen de alquiler la Asociación de Vecinos Puente San Francisco;  a cambio de la transmisión  en permuta por este Ayuntamiento de alguno de los locales de propiedad municipal sito en el Residencial Universidad y,
RESULTANDO: Que con fecha 1 de agosto de 2016, se ha presentado nota simple registral  de la finca 37845; así como notificados los datos catastrales del local; asimismo con fecha 29 de septiembre de 2016, se ha presentado por dicha entidad plano del local de su propiedad; documentos todos ellos que puede consultar en el correspondiente expediente digital (PAT- PER-0001-2016).

Posteriormente con fecha 10 de noviembre de 2016, se ha presentado escrito en el que, habiendo visitado los locales que este Ayuntamiento tiene en el Residencial Universidad, están conformes con permutar el local de su propiedad, por el local propiedad del Ayuntamiento sito en la barriada del Residencial Universidad, calle José María García Lafuente, local nº 2.

RESULTANDO: Que este Ayuntamiento es en la actualidad propietario de los locales sitos en el Residencial Universidad que quedaron desiertos en el último concurso de arrendamiento convocado en base al pliego de prescripciones técnicas elaborado por el Servicio de Urbanismo; y que además de en sus archivos puede consultar en el correspondiente expediente digital (PAT-ARR-0001-2015); y en consecuencia del  local nº 2 de la calle José María García Lafuente, cuya enajenación en permuta se solicita.
RESULTANDO: Que con fecha 19 de diciembre de 2016 el Jefe del Servicio de Urbanismo ha emitido un informe en el que entre otras cuestiones se reseña:

“ASPECTOS URBANÍSTICOS:

El bien sobre el que se solicita la adquisición por este Ayuntamiento de una local (perteneciente al obispado de Coria-Cáceres) con acceso en rampa por la calle San Ignacio nº 7 y que actualmente ocupa (durante varios años) en régimen de alquiler, la Asociación de Vecinos Puente de San Francisco, se encuentra a los efectos urbanísticos en la planta sótano del edificio sito en la C/ San Ignacio nº 7 u ello es así puesto que se encuentra a una cota de más de 3 m. de la precitada calle que es la de origen y referencia para el cómputo y consideración de las plantas del edificio; de otro lado se encuentra afecto a la Norma Zonal 4.02 de suelo urbano consolidado; en virtud del art. 8.4.12 sobre compatibilidad de usos, el uso dotacional que actualmente se da en el local (de equipamiento social), no estaría permitido, pues sólo se permite en planta baja y primera en edificio de uso exclusivo, lo cual no es el caso del local en la planta sótano considerando a los efectos urbanísticos.

En consecuencia, el local existente para el uso que actualmente se destina, estaría en el régimen urbanístico fuera de ordenación”.

CONSIDERANDO: Que de conformidad con lo establecido en el Art. 11 del Reglamento de bienes “La adquisición de bienes a título oneroso exigirá el cumplimiento de los requisitos contemplados en las normas patrimoniales locales (LBRL, TRRL y RB) y  la normativa reguladora de la contratación de las Administraciones Públicas, en cuanto a sus actos de preparación y adjudicación”.

Cuando se trate de inmuebles, se exige además informe previo pericial; requiriéndose cuando sean bienes de valor histórico o artístico, el informe del órgano estatal o autonómico competente, siempre que su importe exceda del 1 por 100 de los recursos ordinarios del presupuesto de la Corporación o del límite establecido para la contratación directa en materia de suministros”.

Siendo la forma ordinaria el CONCURSO, y la adquisición directa sólo en los supuestos previstos expresamente para esta modalidad contractual; y en aquellos supuestos en los que no sea posible la concurrencia en la oferta, por la necesidad de disponer de unos inmuebles concretos, con DESTINO y un uso específico. Todo ello justificado debidamente en el expediente. 
CONSIDERANDO: Que en cuanto a la enajenación de bienes en principio y con carácter general sería de aplicación lo señalado en los siguientes preceptos legales:

* Art. 80 del Real Decreto Legislativo 781/86, de 18 de abril, "Las enajenaciones de bienes patrimoniales habrán de realizarse por subasta pública. Se exceptúa el caso de enajenación mediante permuta con otros bienes de carácter inmobiliario".

* Art. 112 del Reglamento de Bienes, "Las enajenaciones de bienes patrimoniales se regirán en cuanto a su preparación y adjudicación por la normativa reguladora de la contratación de las Corporaciones Locales. No será necesaria la subasta en los casos de enajenación mediante PERMUTA con otros bienes de carácter inmobiliario, previo expediente que acredite la necesidad de efectuarla, y que la diferencia del valor entre los bienes que se trate de permutar no sea superior al 40 por 100 del que lo tenga mayor".
Es requisito fundamental por tanto la acreditación de la necesidad de formalizar la enajenación de bienes mediante permuta, excepcionando la regla general de adquisición (concurso)  y enajenación de bienes (subasta);  procedimientos éstos con los que además se obtiene una doble finalidad de interés público; De un lado el respeto a los principios de publicidad y concurrencia, con el que los particulares pueden beneficiarse de forma igualitaria, y por otra parte, la Corporación Local también se beneficia, al contratar con el particular que ofrece la proposición económica más ventajosa.

La excepción por ello a esta regla general que es la permuta exige que se justifique de forma expresa su necesidad; No es por  tanto, suficiente, que sea conveniente u oportuna, sino que ha de ser preciso o indispensable para alcanzar el fin que se pretende, realizar la actividad o prestar el servicio necesario para la gestión de los intereses de la Corporación Local, para un fin determinado que ha de materializarse en ese momento y que no admite otra forma de adquisición, ni la demora en la misma; y que en todo caso la Corporación esté interesada en la obtención de un determinado bien inmueble  de carácter singular y que obra en propiedad de un particular determinado; que además no existe ningún otro que sea igualmente idóneo, pues si no debería convocarse el correspondiente concurso; la permuta no puede servir por ello como un mero instrumento para amparar el concierto directo, eludiendo así la exigencia de subasta o  concurso.

 
Por todo lo anteriormente expuesto, dado que, como no está acreditado en el expediente que no exista ningún otro bien idóneo para el fin que se pretende, que justifique excepcionalmente la regla general de adquisición y enajenación de bienes (concurso  y subasta respectivamente), y que en todo caso, el uso dotacional que actualmente se da en el local cuya adquisición se pretende (equipamiento social),  no estaría permitido;  entendemos que impide desde el punto de vista estrictamente jurídico acreditar la necesidad de efectuar la permuta que se solicita en los términos exigidos en el artículo 112.2 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, y conforme a los criterios anteriormente señalados, por lo que se emite Informe Desfavorable.”

La COMISIÓN, tras breve debate, por 5 votos favorables de los tres miembros de Grupo Popular y los dos del Grupo Socialista, y en contra del de Ciudadanos y del de CácERES TU, visto el informe jurídico trascrito, no obstante dictamina favorablemente la Permuta de local sito en Puente San Francisco propiedad del Obispado por local en Residencial Universidad propiedad de este Ayuntamiento, al considerar que se trata de un local donde se presta una actividad desde hace más de veinte años, circunstancia que será objeto de su correspondiente expediente.
6º.-
Expediente tramitado para el otorgamiento de escritura del solar nº 11 en manzana 18 de Aldea Moret (C/ Montánchez 29) a D. Juan Antonio Presumido Borrego.   

Se presenta a la Comisión el Expediente tramitado para el otorgamiento de escritura del solar nº 11 en manzana 18 de Aldea Moret (C/ Montánchez 29) a D. Juan Antonio Presumido Borrego, tramitado a instancias de D.ª Fernanda Presumido Palomino (Expte. PAT-OTO-0003-2016 CV). El primer informe emitido por la técnico de la Sección de Patrimonio de fecha 24 de marzo de 2017 dice literalmente: 

“Doña Fernanda Presumido Palomino, tiene solicitado el otorgamiento de escritura del solar Nº 11 de la manzana 18 de Aldea Moret, hoy c/ Montánchez, nº 29, a nombre de su difunto padre D. Juan Antonio Presumido Palomino.

Solar que fue adjudicado a D. Juan Antonio Presumido Palomino por Decreto de Alcaldía de 22 de abril de 1955.

El Sr. Arquitecto Municipal informa que comprobada la superficie de la parcela sobre el plano parcelario de la cartografía municipal del casco urbano a escala 1:500, es de 184,00 m2 y cuyos linderos son los siguientes:

Linda al frente con calle de su situación, por la derecha entrando con la vivienda nº 31, por la izquierda con la vivienda nº 27 y al fondo con el nº 24 y 26 de la calle Navalmoral de la Mata.

Valoración del solar: TRECE MIL OCHOCIENTOS CUARENTA Y CUATRO EUROS CON DIECISÉIS CÉNTIMOS (13.844,16 €).

Por todo ello, la Técnico que suscribe estima que puede accederse a lo solicitado, y en consecuencia autorizar el otorgamiento de la escritura sobre dicho solar a nombre de los herederos de D. JUAN ANTONIO PRESUMIDO PALOMINO; debiendo ingresar los interesados la valoración del solar que ha efectuado el Sr. Arquitecto Municipal, más los impuestos correspondientes, como igualmente serán de su cuenta todos los gastos que se originen, notificándose dicho otorgamiento al Gobierno de Extremadura, según previene el Real Decreto Legislativo 781/l986 de 18 de abril, y facultar a la Ilma. Sra. Alcaldesa Presidente para la firma de la correspondiente escritura pública.

En cuanto a la problemática planteada con respecto a la valoración de estos solares, reiteramos todas las consideraciones expuestas en los informes emitidos con fecha 20 de febrero de 2006 con motivo de otros expedientes de otorgamientos de escrituras precedentes, en las cuales nos ratificamos y que son de igual aplicación al presente expediente; haciendo constar que como ya le consta a la Corporación con motivo de alegaciones efectuadas con respecto a la valoración por algunos de los adjudicatarios de otorgamientos de escrituras precedentes, según consta en acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha 2 de enero de 2007: “El Ilmo. Sr. Alcalde Presidente, de conformidad con el parecer de la Junta de Gobierno Local, resuelve remitir los expedientes antedichos a la Comisión Informativa de Patrimonio y Contratación, debiéndose incorporar la propuesta presentada por la Junta de Gobierno Local de que debe seguirse una política de protección social respecto a la problemática que plantean estos procedimientos, por lo que se procederá, en lo sucesivo, en relación con expedientes de estas características a aceptar que la valoración de los solares a efectos de su enajenación sea del 10% respecto de las valoraciones realizadas, a su vez, por el Arquitecto del Servicio de Infraestructuras Municipal en informes emitidos al efecto”. 
Así pues y conforme a lo anteriormente expuesto, la cantidad a abonar a efectos de la adquisición del solar mencionado ascendería, de conformidad con el criterio establecido por este Ayuntamiento y que ha sido antes señalado, a la cantidad de MIL TRES CIENTOS OCHENTA Y CUATRO EUROS CON CUARENTA Y DOS CÉNTIMOS (1.384,42 €), más los impuestos correspondientes; cantidad que habrá de ser abonada en el plazo de UN MES contado desde la notificación del acuerdo de autorización del otorgamiento de escritura de referencia.

No obstante, ustedes decidirán lo que estimen pertinente.”
La Sra. Costa del Grupo Socialista manifiesta sus dudas ante el contenido del informe. 

El Sr. Presidente de la Comisión explica que se trata de otorgar escrituras de solares que se cedieron desde el año 1955 y que la Junta de Gobierno decidió regularizar esta situación con una solución de carácter social igual para todos, y que ya se han dictaminado varios de este tipo en esta Comisión, pero que si hay dudas se traerán y se explicarán.

La Sra. Costa dice que su grupo se va a abstener porque no ve la protección social de la medida.  

La COMISIÓN, tras breve debate, por 5 votos favorables de los tres miembros de Grupo Popular, del de Ciudadanos y el de CácERES TU, y dos abstenciones de los miembros del Grupo Socialista, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente el otorgamiento de escritura del solar nº 11 en manzana 18 de Aldea Moret (C/ Montánchez 29) a D. Juan Antonio Presumido Borrego. 
         

      


   OTROS ASUNTOS

7º.- 
Aprobación Inicial de la Ordenanza reguladora del Informe de Evaluación de los Edificios. 
Se presenta a la Comisión el expediente tramitado por este Ayuntamiento para la Aprobación Inicial de la Ordenanza reguladora del Informe de Evaluación de los Edificios. El informe emitido por el Secretario General de fecha 16 de enero de 2017 dice literalmente: 


“En el expediente para la aprobación de la Ordenanza reguladora del informe de Evaluación de los Edificios.

ANTECEDENTES.

PRIMERO.- Por Resolución de fecha  11 de julio de 2016, se inició expediente para la aprobación, previo los trámites administrativos oportunos de la Ordenanza reguladora del informe de Evaluación de los edificios.

SEGUNDO.- La Junta de Gobierno Local, en sesión celebrada el día 4 de noviembre de 2016, adoptó el acuerdo de impulso del expediente tramitado para la aprobación de dicha Ordenanza.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS.

PRIMERO.- LEGISLACIÓN APLICABLE.

La legislación aplicable a este expediente viene determinada por:

· Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura. ( LSOTEX)

· Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, que deroga la Ley 8/2013, de 26 de junio, de rehabilitación, regeneración y renovación urbanas. ( en adelante TRLSRU).

· Real Decreto 233/2013, de 5 de abril, por el que se regula el Plan Estatal de fomento de alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016. 

·  el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril  , por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los edificios.

·  el Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, por el que se aprueba el Código Técnico de la Edificación,  y el resto de disposiciones de carácter general vigentes de legal aplicación.

1.- REGIMEN JURÍDICO DEL DEBER LEGAL DE CONSERVACION DE  LOS EDIFICIOS.-

1.1.- DEBER DE CONSERVACIÓN.

 Según lo dispuesto en el artículo 163.1 de la LSOTEX, los propietarios de terrenos, construcciones y edificios tienen el deber de mantenerlos en condiciones de seguridad, salubridad, ornato público y decoro, realizando los trabajos y obras precisos para conservarlos o rehabilitarlos, a fin de mantener en todo momento las condiciones requeridas para la habitabilidad o el uso efectivo; con tal fin, los municipios podrán ordenar, de oficio o a instancia de cualquier interesado, la ejecución de las obras necesarias para conservar aquellas condiciones. 

Con similar redacción  se pronuncia, también, el artículo 15.1 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, que dispone que el derecho de propiedad de los terrenos, las instalaciones, construcciones y edificaciones comprende el deber de conservarlos en las condiciones legales de seguridad, salubridad, accesibilidad universal, ornato y las demás que exijan las leyes para servir de soporte a dichos usos.  
1.2.- LÍMITE DEL DEBER NORMAL DE CONSERVACIÓN.

 El deber de los propietarios de edificios alcanza hasta la ejecución de los trabajos y obras cuyo importe tiene como límite el del contenido normal del deber de conservación, el cual está representado por la mitad del valor de una construcción de nueva planta, con similares características e igual superficie útil o, en su caso, de dimensiones equivalentes que la preexistente, realizada con las condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o, en su caso, quede en condiciones de ser legalmente destinada al uso que le sea propio.  (Artículo 163, 2 LSOTEX).

 
El apartado 3º del artículo 15 del TRLSRU,  contiene una redacción similar al señalar que “ el límite de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios en cumplimiento del deber legal de conservación de las edificaciones  se establece en la mitad del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta, equivalente al original, en relación con las características constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable, o en su caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio.”
1.3.-  ORDEN DE EJECUCIÓN Y  OBRAS QUE EXCEDAN EL LÍMITE DEL DEBER NORMAL DE CONSERVACIÓN, AFECCIÓN REAL DEL INMUEBLE Y REALIZACIÓN SUBSIDIARIA.

  
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 15.4 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana :

 
 «La Administración competente podrá imponer, en cualquier momento, la realización de obras para el cumplimiento del deber legal de conservación, de conformidad con lo dispuesto en la legislación estatal y autonómica aplicables. El acto firme de aprobación de la orden administrativa de ejecución que corresponda, determinará la afección real directa e inmediata, por determinación legal, del inmueble, al cumplimiento de la obligación del deber de conservación. Dicha afección real se hará constar, mediante nota marginal, en el Registro de la Propiedad, con referencia expresa a su carácter de garantía real y con el mismo régimen de preferencia y prioridad establecido para la afección real, al pago de cargas de urbanización en las actuaciones de transformación urbanística.
Conforme a lo dispuesto en la normativa aplicable, en los casos de inejecución injustificada de las obras ordenadas, dentro del plazo conferido al efecto, se procederá a su realización subsidiaria por la Administración Pública competente, sustituyendo ésta al titular o titulares del inmueble o inmuebles y asumiendo la facultad de edificar o de rehabilitarlos con cargo a aquéllos, o a la aplicación de cualesquiera otras fórmulas de reacción administrativa a elección de ésta. En tales supuestos, el límite máximo del deber de conservación podrá elevarse, si así lo dispone la legislación autonómica, hasta el 75% del coste de reposición de la construcción o el edificio correspondiente. Cuando el propietario incumpla lo acordado por la Administración, una vez dictada resolución declaratoria del incumplimiento y acordada la aplicación del régimen correspondiente, la Administración actuante remitirá al Registro de la Propiedad certificación del acto o actos correspondientes para su constancia por nota al margen de la última inscripción de dominio>>.

 
El deber legal de conservación, como se ha expuesto, constituirá el límite de las obras que deban ejecutarse a costa de los propietarios cuando la Administración las ordene por motivos turísticos o culturales, o para la mejora de la calidad o sostenibilidad del medio urbano, y se establece en la mitad del valor actual de construcción de un inmueble de nueva planta, equivalente al original, en relación con las características constructivas y la superficie útil, realizado con las condiciones necesarias para que su ocupación sea autorizable o en su caso, quede en condiciones de ser legalmente destinado al uso que le sea propio. Cuando se supere dicho límite, las obras que lo rebasen para obtener mejoras de interés general correrán a cargo de los fondos de la Administración que haya impuesto realización. ( artículo 17.4  TRLSRU).

 En el mismo sentido, el apartado 2º del artículo 163 de la LSOTEX que dice  que” cuando la Administración ordene o imponga al propietario la ejecución de obras de conservación o rehabilitación que excedan del referido límite, éste podrá requerir a aquella que sufrague el exceso”. 

1.4.- AYUDAS Y BONIFICACIONES.

Dispone el artículo 163 de la LSOTEX que, en todo caso, la Administración podrá establecer:

a) Ayudas públicas, en las condiciones que estime oportunas, pero mediante convenio, en el que podrá contemplarse la explotación conjunta del inmueble. 

b) Bonificaciones sobre las tasas por expedición de licencias.
 A este respecto, resulta conveniente acudir a lo dispuesto en el capítulo V del Real Decreto 233/2013, de 5 abril   por el que se regula el Plan Estatal de fomento de alquiler de viviendas, la rehabilitación edificatoria, y la regeneración y renovación urbanas, 2013-2016  , que bajo el título «Programa de fomento de la rehabilitación edificatoria», sus artículos 19 y ss., establece como actuaciones subvencionables para la conservación (artículo 20.1) las obras y trabajos que se acometan para subsanar las siguientes deficiencias:

«a) Las detectadas, con carácter desfavorable, por el «informe de evaluación del edificio» o informe de inspección técnica equivalente, relativas al estado de conservación de la cimentación, estructura e instalaciones.

 c) Las detectadas, con carácter desfavorable, por el «informe de evaluación del edificio» o informe de inspección técnica equivalente, relativas al estado de conservación de cubiertas, azoteas, fachadas y medianerías u otros elementos comunes, cuando se realicen en edificios declarados Bienes de Interés Cultural, catalogados o protegidos, o situados dentro de conjuntos histórico-artísticos, o cuando no concurriendo dichas circunstancias, se ejecuten simultáneamente con actuaciones para la mejora de la calidad y sostenibilidad que resulten subvencionables por este Programa. 

d) Las que se realicen en las instalaciones comunes de electricidad, fontanería, gas, saneamiento, recogida y separación de residuos y telecomunicaciones, con el fin de adaptarlas a la normativa vigente».

1.5.- INCUMPLIMIENTO DE LOS DEBERES DE CONSERVACIÓN Y REHABILITACIÓN.

  
El apartado 2º del artículo 166 de la LSOTEX  dispone que el incumplimiento injustificado de las órdenes de ejecución habilitará a la Administración actuante para adoptar cualquiera de estas medidas: 

a) Ejecución subsidiaria a costa del obligado y hasta el límite del deber normal de conservación.

 
b) Imposición de hasta diez multas coercitivas con periodicidad mínima mensual, por valor máximo, cada una de ellas, del diez por ciento del coste estimado de las obras ordenadas. El importe de las multas coercitivas impuestas quedará afectado a la cobertura de los gastos que genere efectivamente la ejecución subsidiaria de la orden incumplida, sin perjuicio de la repercusión del coste de las obras en el incumplidor. 

c) Sustitución del propietario incumplidor mediante la formulación de Programas de Ejecución Rehabilitadora de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 158, 159 y 160.

 
d) Expropiación forzosa.
 2.-  INFORME DE EVALUACION DE EDIFICIOS.-

 El régimen jurídico aplicable del informe de evaluación de edificios se contiene en el Título III del TRLSRU, artículos 29 y 30 y Disposición Transitoria 2ª.

 Dispone el apartado 1º del artículo 29 del TRLSRU que “ los propietarios de inmuebles ubicados en edificaciones con tipología residencial de vivienda colectiva podrán ser requeridos por la Administración competente, de conformidad con lo dispuesto en el articulo siguiente,  para que acrediten la situación en la que se encuentran aquellos, al menos en relación con el estado de conservación del edificio y con el cumplimiento de la normativa vigente sobre accesibilidad universal, así como el grado de eficiencia energética de los mismos”.


No obstante, la Disposición Transitoria 2ª establece una obligación legal mínima de disponer de dicho Informe de evaluación a unos determinados edificios que a una fecha concreta, su antigüedad exceda de 50 años; a los titulares de edificios que pretendan acogerse ayudas públicas para acometer obras de conservación, accesibilidad universal  o eficiencia energética y el resto de edificios cuando así lo disponga la normativa autonómica o local en función de su ubicación, antigüedad , tipología o uso:


  Dicha Disposición Transitoria 2ª dice textualmente :

 “Con el objeto de garantizar la calidad y sostenibilidad del parque edificado, así como para orientar y dirigir las políticas públicas que persigan tales fines, y sin perjuicio de que las comunidades autónomas aprueben una regulación más exigente y de lo que dispongan las ordenanzas municipales, la obligación de disponer del Informe de Evaluación regulado en el artículo 29, deberá hacerse efectiva, como mínimo, en relación con los siguientes edificios y en las fechas y plazos que a continuación se establecen:
 a) Los edificios de tipología residencial de vivienda colectiva que a fecha 28 de junio de 2013, tuvieran ya una antigüedad superior a 50 años, el día 28 de junio de 2018, como máximo.

b) Los edificios de tipología residencial de vivienda colectiva que vayan alcanzando la antigüedad de 50 años, a partir del 28 de junio de 2013, en el plazo máximo de cinco años, a contar desde la fecha en que alcancen dicha antigüedad.

Tanto en los supuestos de esta letra, como en los de la letra a) anterior, si los edificios contasen con una inspección técnica vigente, realizada de conformidad con su normativa aplicable, antes del 28 de junio de 2013, sólo se exigirá el Informe de Evaluación cuando corresponda su primera revisión de acuerdo con aquella normativa, siempre que la misma no supere el plazo de diez años, a contar desde la entrada en vigor de esta Ley. Si así fuere, el Informe de Evaluación del Edificio deberá cumplimentarse con aquellos aspectos que estén ausentes de la inspección técnica realizada.

c) los edificios cuyos titulares pretendan acogerse a ayudas públicas con el objetivo de acometer obras de conservación, accesibilidad universal o eficiencia energética, en fecha anterior a la formalización de la petición de la correspondiente ayuda.

d) El resto de los edificios, cuando así lo determine la normativa autonómica o municipal, que podrá establecer especialidades de aplicación del citado informe, en función de su ubicación, antigüedad, tipología o uso predominante.”

 Dicho informe, que deberá determinar los extremos señalados anteriormente, identificará el bien inmueble, con expresión de su referencia catastral y contendrá, de manera detallada:

a) La evaluación del estado de conservación del edificio.

b) La evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización del edificio, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

c) La certificación de la eficiencia energética del edificio, con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma por la normativa vigente.
Cuando, de conformidad con la normativa autonómica o municipal, exista un Informe de Inspección Técnica que ya permita evaluar los extremos señalados en las letras a) y b) anteriores, se podrá complementar con la certificación referida en la letra c), y surtirá los mismos efectos que el informe regulado por esta ley. Asimismo, cuando contenga todos los elementos requeridos de conformidad con aquella normativa, podrá surtir los efectos derivados de la misma, tanto en cuanto a la posible exigencia de la subsanación de las deficiencias observadas, como en cuanto a la posible realización de las mismas en sustitución y a costa de los obligados, con independencia de la aplicación de las medidas disciplinarias y sancionadoras que procedan, de conformidad con lo establecido en la legislación urbanística aplicable.

El informe de Evaluación tendrá una periodicidad mínima de diez años, pudiendo establecer las   Comunidades Autónomas y los Ayuntamientos una periodicidad menor.

 
El incumplimiento del deber de cumplimentar en tiempo y forma el Informe de Evaluación, tendrá la consideración de infracción urbanística, con el carácter y las consecuencias que atribuya la normativa urbanística aplicable al incumplimiento del deber de dotarse del  informe de inspección técnica de edificios o equivalente, en el plazo expresamente establecido.
 
El Informe de la Evaluación de los Edificios podrá ser suscrito tanto por los técnicos facultativos competentes como, en su caso, por las entidades de inspección registradas que pudieran existir en las comunidades autónomas, siempre que cuenten con dichos técnicos. A tales efectos se considera técnico facultativo competente el que esté en posesión de cualquiera de las titulaciones académicas y profesionales habilitantes para la redacción de proyectos o dirección de obras y dirección de ejecución de obras de edificación, según lo establecido en la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación, o haya acreditado la cualificación necesaria para la realización del Informe, según lo establecido en la disposición final primera.
SÉPTIMO.- ÓRGANO COMPETENTE.

 Según lo dispuesto en los artículos 22.2.d de la Ley 7/1985, de 2 de abril      de Bases de Régimen Local y 50.3 del Reglamento de organización, funcionamiento y régimen jurídico aprobado por R.D. 2568/1986  de 28 de noviembre el Ayuntamiento-Pleno es el órgano competente para la aprobación del Reglamento Orgánico y de las ordenanzas, siendo suficiente la mayoría simple para la adopción del acuerdo (artículo 47.1 LBRL ).

OCTAVO.- PROCEDIMIENTO.

 La aprobación de las ordenanzas locales se ajustará al procedimiento referido en el artículo 49 LBRL. 
De lo ya dicho anteriormente, pueden extraerse las siguientes:

CONCLUSIONES.-

ÚNICA.- Resulta adecuada a la legalidad la aprobación de Ordenanza reguladora de la inspección técnica y evaluación de edificaciones y construcciones sometida a consideración de conformidad con lo dispuesto en el presente informe.

Es cuanto se tiene que informar sin perjuicio de que exista otro fundado en mejor derecho y de que el órgano competente acuerde lo que estime pertinente.”

El informe emitido por el Servicio de Urbanismo sobre la Ordenanza dice literalmente:

“Visto su oficio de referencia el presente informe  se circunscribe ,en materia de nuestra competencia, para indicar que la ordenanza tipo que se nos presenta es un texto articulado y coherente en la materia a regular. 

Apuntar que se tiene noticias de que la Junta de Extremadura tiene previsto legislar sobre la materia por lo que la ordenanza que se tramite debe tener clausulas de remisión al ordenamiento autonómico, - su obligatoriedad, sujetos que han de encargarlo , calendario para su implantación a nivel autonómico, creación del Registro etc. -como a su vez al Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, donde viene incorporado el Informe de Evaluación de Edificios (IEE ).Dicho informe ha sido informatizado por el Ministerio de Fomento, creando una herramienta informática de acceso público y gratuito a todos los profesionales para la elaboración del IEE en formato pdf y que crea un archivo digital en formato xml y con extensión “.iee” que permite su transmisión electrónica que debería tenerse en cuenta en el borrador de la ordenanza para evitar aumentar el volumen de datos que se precisen . (volumen de datos que incorpora el borrador de la ordenanza enel artº 7 y anexos de datos generales del edificio) .
En este sentido, desde la Dirección General de Arquitectura de la Consejería de Sanidad y Políticas Sociales, se está tramitando la aprobación del “Decreto por el que por el que se determinan los órganos competentes relacionados con el informes de evaluación de los edificios y se crea el registro de los informes de evaluación de los edificios de la Comunidad autónoma de Extremadura”, (se adjunta borrador del mismo);así el Registro de las IEE de la C.A. de Extremadura se creará mediante un decreto autonómico de obligado cumplimiento, 
De otro lado, vemos como necesario e imprescindible que  la Sección del SIG del Servicio de Urbanismo pueda incorporar al menos los siguientes puntos con el objetivo de poder integrar en el SIG municipal la información asociada a los futuros informes de evaluación de edificios.

1. El informe general puede llegar en PDF firmado digitalmente.

2. Para la integración en el SIG, para cada informe PDF debe llegar un archivo en formato SHP georreferenciado con la geometría del edificio, georreferenciado en ETRS89 h29N y con una tabla de datos asociada con el subconjunto de datos del informe que se considere oportuno, y al menos con un campo que nos permita identificar con qué informe PDF va asociado.

Desde el SIG del Servicio de Urbanismo se aportaría un modelo de SHP listo para poder usar.

Hay que notar que la administración competente para requerir el IEE es prioritariamente la Administración local y requiere un procedimiento especifico de evaluación e innumerables expedientes administrativos lo que provocará una necesaria dotación de medios materiales y sobre todo humanos.  
Lo que pongo en su conocimiento.”
El texto íntegro de la Ordenanza reguladora del Informe de Evaluación de los Edificios es el siguiente: 

“ORDENANZA REGULADORA DEL INFORME DE EVALUACION DE LOS EDIFICIOS

Artículo 1. El Informe de Evaluación de los Edificios: Objeto de la Ordenanza.

 1.1 Constituye el objeto de la presente Ordenanza la regulación en el término municipal de  Cáceres  del Informe de Evaluación de las Edificaciones, como obligación de los propietarios de determinados inmuebles de proceder periódicamente a la inspección para la emisión del Informe de Evaluación del Edificio por técnicos competentes, en los términos de la normativa vigente.

 1.2 El objeto del Informe de Evaluación del Edificio (IEE) es la comprobación administrativa del cumplimiento, por parte de sus propietarios, del deber legal de conservación y rehabilitación a que se refiere el artículo 163 de la LSOTEX, o normativa equivalente.

 Artículo 2. Ámbito de aplicación del Informe de Evaluación de los Edificios. 

1. Será obligatorio la realización de un informe de evaluación, a cargo de facultativo competente, respecto a:

 
a) Toda edificación catalogada, pública o privada, con independencia de su antigüedad, entendiendo por catalogada aquellas edificaciones que ostenten dicha categoría en los términos de la normativa de la Comunidad Autónoma de Extremadura sobre protección del patrimonio histórico-cultural, o equivalente.

 b) Los edificios, públicos o privados, de tipología residencial de vivienda colectiva, de antigüedad igual o superior a 50 años   a la fecha prevista en la Disposición Transitoria 2ª del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana.  
c) Los edificios y viviendas unifamiliares, con independencia de su antigüedad, cuyos titulares pretendan acogerse a ayudas públicas con el objetivo de acometer obras de conservación, accesibilidad universal o eficiencia energética.

 2. Quedan fuera del ámbito de aplicación de la presente Ordenanza las viviendas individuales que se integren en una Comunidad de Propietarios en régimen de propiedad horizontal.

 3. No será exigible el Informe de Evaluación de los Edificios en los inmuebles mencionados cuando, de conformidad con la normativa estatal o autonómica, exista un Informe de Inspección Técnica actualizado que ya permita evaluar el estado de conservación del edificio y las condiciones básicas de accesibilidad universal, en cuyo caso bastará completar dicho informe con la certificación de eficiencia energética del edificio y surtirá los mismos efectos que el informe regulado por la presente Ordenanza. Asimismo, cuando dicho Informe de Inspección contenga todos los elementos requeridos de conformidad con aquella normativa, podrá surtir los efectos derivados de la misma, tanto en cuanto al acceso a ayudas y subvenciones públicas como a la posible exigencia de la subsanación de las deficiencias observadas, y también en cuanto a la posible realización de las mismas en sustitución y a costa de los obligados, con independencia de la aplicación de las medidas disciplinarias y sancionadoras que procedan, de conformidad con lo establecido en la legislación urbanística aplicable.

Artículo 3. Sujetos obligados.

 1. Están obligados a obtener el Informe de Evaluación de Edificios, en relación con los inmuebles de su titularidad:

 a) Los propietarios singulares.

 b) Las comunidades de propietarios legalmente constituidas. 

c) Las Administraciones públicas competentes, respecto de los edificios de su propiedad radicados en el término municipal. 

2. Los arrendatarios de los inmuebles quedarán facultados para, ante el incumplimiento del propietario, solicitar de la Administración realizar el Informe de Evaluación del Edificio, todo ello sin perjuicio de la relación jurídico-privada que pudiera derivarse del contrato de arrendamiento entre ambos.

 Artículo 4. Plazos para la obtención de los Informes de Evaluación.

 1. Se establecen los siguientes plazos genéricos para obtener el primer Informe de Evaluación de Edificios:

 a) Las edificaciones catalogadas, a los diez años de su construcción.

 b) Los edificios de antigüedad igual o superior a 50 años,  a las fechas previstas en la Disposición Transitoria 2ª del  Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba  el Texto Refundido de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana. 
 c) Los edificios cuyos titulares pretendan acogerse a ayudas públicas, siempre con anterioridad a la formalización de la petición de la correspondiente ayuda.

 2. En todo caso, las edificaciones indicadas en los puntos a) y b) del apartado anterior deberán promover sucesivos Informes de Evaluación, al menos, transcurridos diez años desde el anterior y, en todo caso, desde la fecha de terminación total de cualquier intervención que hubiera alterado su configuración arquitectónica.

 3. A los efectos de la presente Ordenanza se entiende como antigüedad de la edificación el tiempo transcurrido desde la fecha de terminación total de las obras de construcción, que se acreditará mediante certificado final de obra, documentación de primera ocupación o cualquier otro medio de prueba admisible en derecho. En el caso de no existir dicha documentación, el Ayuntamiento estimará la antigüedad basándose en cualquier dato que lo justifique, como por ejemplo la que se derive del Catastro Inmobiliario. En aquellos casos en que no sea posible determinar la fecha exacta de terminación de las obras, bastará con tener en cuenta el año aproximado. 

4. Cuando los Servicios Técnicos Municipales, bien de oficio o a instancia de parte, detecten deficiencias en el estado general de un edificio, el Ayuntamiento podrá requerir a su propietario de forma anticipada para que realice el Informe de Evaluación.

 Artículo 5. Capacitación para el Informe de Evaluación de los Edificios.

 1. El Informe de la Evaluación de los Edificios podrá ser suscrito tanto por los técnicos facultativos competentes como, en su caso, por las entidades de inspección registradas que pudieran existir en las Comunidades Autónomas, siempre que cuenten con dichos técnicos.

A tales efectos, se considera técnico facultativo competente el que cumpla con lo establecido en el artículo 30 del Texto Refundido de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por RDL 7/2015, de 30 octubre.

 Dichos técnicos, cuando lo estimen necesario, podrán recabar, en relación con los aspectos relativos a la accesibilidad universal, el criterio experto de las entidades y asociaciones de personas con discapacidad que cuenten con una acreditada trayectoria y tengan entre sus fines sociales la promoción de dicha accesibilidad.

 2. Cuando se trate de edificios pertenecientes a las Administraciones Públicas enumeradas en el apartado 3º del artículo 2º  de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas,  podrán suscribir los Informes de Evaluación, en su caso, los responsables de los correspondientes servicios técnicos que, por su capacitación profesional, puedan asumir las mismas funciones a que se refiere el apartado anterior. 

3. El informe y demás documentación que deba ser redactada y firmada por el técnico titulado, según la presente Ordenanza, deberán ir acompañados de la declaración responsable del mismo, en el que haga constar la titulación y datos de colegiación del firmante, así como el certificado del Colegio Profesional acreditativo de la colegiación del técnico.

 Artículo 6. Condiciones básicas del edificio a evaluar en el Informe de Evaluación.

 1. El Informe de Evaluación deberá comprobar, al menos, que se satisfacen las siguientes condiciones básicas de la edificación:

 
a) La seguridad estructural, examinando que no se producen en el edificio, o partes del mismo, daños que tengan su origen o afecten a la cimentación, los soportes, las vigas, los forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan la resistencia mecánica y la estabilidad del edificio.

 b) La higiene, salud y protección del medio ambiente y la salubridad y ornato, considerando, al menos, los siguientes apartados: 

-La protección frente a la humedad, atendiendo a que se limite el riesgo previsible de presencia inadecuada de agua o humedad en el interior de los edificios y sus cerramientos.

-El suministro de agua, comprobando que los edificios dispongan de medios adecuados para suministrar al equipamiento higiénico previsto agua apta para el consumo de forma sostenible. 

-La evacuación de aguas, examinando que los edificios dispongan de medios adecuados para extraer las aguas residuales generadas en ellos y de forma independiente o conjunta con las precipitaciones atmosféricas y con las escorrentías.

 c) La seguridad de las instalaciones comunes de electricidad del edificio.

 2. El Informe de Evaluación evaluará las condiciones básicas de accesibilidad universal y no discriminación de las personas con capacidad para el acceso y utilización de las edificaciones, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas.

 3. El Informe de Evaluación incorporará también la certificación de la eficiencia energética del edificio, con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma por la normativa vigente y con independencia de su venta o alquiler, en todo o en parte.

 Artículo 7. Contenido de los Informes de Evaluación. 

1. Los Informes de Evaluación deberán contener toda la información relativa a las condiciones del edificio establecidas en el artículo anterior, haciendo referencia necesariamente a los siguientes apartados: 

a) Identificación del bien inmueble, con expresión de dirección y referencia catastral.

 b) Evaluación del estado de conservación del edificio, describiéndose los desperfectos apreciados en el inmueble, sus posibles causas y medidas prioritarias recomendables para asegurar su estabilidad, seguridad, estanqueidad y consolidación estructurales o para mantener o rehabilitar sus dependencias en condiciones de habitabilidad o uso efectivo según el destino propio de ellas. En dicha descripción se incluirá estructura y cimentación; fachadas interiores, exteriores, medianerías y otros elementos, en especial los que pudieran suponer un peligro para las personas, tales como cornisas, salientes, vuelos o elementos ornamentales, entre otros; cubiertas y azoteas; instalaciones comunes de suministro de agua, saneamiento y electricidad del edificio. 

c) Evaluación de las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad para el acceso y utilización de las edificaciones, de acuerdo con la normativa vigente, estableciendo si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables para satisfacerlas. 

d) Certificación de eficiencia energética, con el contenido y mediante el procedimiento establecido para la misma por la normativa vigente y que servirá como certificado de eficiencia energética de cada una de las viviendas que integran el edificio en el caso de su venta o alquiler. Además, esta información también podrá servir para el establecimiento de medidas de mejora de la eficiencia energética de las edificaciones, sin que en ningún caso pueda tener efectos para el resultado, favorable o desfavorable, de la inspección.

 
e) Plano de situación: plano parcelario del emplazamiento, a escala mínimo 1:1000 y en formato DIN-A4, donde se definan gráficamente tanto los límites de la parcela como las edificaciones y construcciones inspeccionadas. 

f) Fotografías del exterior y zonas comunes del interior, expresivas del contenido del informe, en las que se aprecien, en su caso, las deficiencias detectadas y los elementos reparados o sobre los que se haya actuado.

Artículo 8. Evaluación y resultado del Informe de Evaluación.

 1. La evaluación del estado de conservación del edificio se realizará en sentido favorable o desfavorable, bajo el criterio y la responsabilidad del técnico competente que lo suscriba.

 2. El informe será favorable respecto al estado de conservación únicamente cuando el edificio cumpla los requisitos básicos de la edificación, en los términos del artículo 6º de la presente Ordenanza, por lo que su plazo de validez se extenderá a los diez años siguientes. En este caso, en el informe se consignará expresamente que no existen deficiencias, sin perjuicio de las recomendaciones que pudieran indicarse en el mismo.

 3. El informe será desfavorable cuando el inmueble presente deficiencias calificadas como muy graves, graves o leves, conforme a los siguientes criterios: 

a). Se calificará como muy grave cuando se constate la existencia generalizada de deficiencias que por su importancia afectan gravemente a la estabilidad del edificio y representen un peligro para la seguridad de las personas. En este caso, el técnico deberá indicar expresamente si es posible o no la rehabilitación del inmueble o si, por contra, debe instarse su demolición. 

b). Se calificará como grave cuando se constate la existencia de deficiencias que por su importancia se deben enmendar. 

c). Se calificará como leve cuando se constaten deficiencias de escasa entidad producidas por la falta de conservación.

 4. En el supuesto de que el informe se emita en sentido desfavorable, en los términos del apartado anterior, éste deberá contener lo siguiente:

 a) Descripción y localización de las deficiencias que deban ser subsanadas, proponiendo un calendario de obras de conservación y/o rehabilitación y unos plazos de ejecución, atendiendo a sus características, entidad, complejidad y a lo establecido en la normativa sectorial aplicable. En todo caso, se deberá especificar si las intervenciones a realizar en el inmueble tienen o no la consideración de urgentes. 

b) Descripción de las medidas de seguridad a medio o corto plazo que se hayan adoptado o que sea preciso adoptar para garantizar la seguridad de los ocupantes del edificio, vecinos, colindantes y transeúntes, en caso de ser necesarias. En el supuesto de que los desperfectos detectados supusieran un riesgo inminente para la seguridad de las personas, el técnico dará parte de forma inmediata a los propietarios y al Ayuntamiento para que se adopten las medidas urgentes necesarias, al amparo de la normativa vigente, justificando que no admiten demora por motivo de inminente peligro para los ocupantes del edificio o de sus inmediaciones. 

c) Señalamiento de aquellas patologías que requieran la realización de pruebas, ensayos o peritaciones que sobrepasan el alcance de la inspección, sin perjuicio de la obligación del técnico redactor de dar cuenta de ello a los propietarios. 

d) Indicación de si el edificio es susceptible o no de realizar ajustes razonables en materia de accesibilidad y no discriminación de las personas. 

e) Grado de ejecución y efectividad, en su caso, de las medidas adoptadas y de las obras realizadas para la subsanación de las deficiencias descritas en anteriores inspecciones técnicas del edificio o Informes de Evaluación.

 5. Concluido el informe, éste se debe entregar a la propiedad del inmueble o a la persona representante de la comunidad de propietarios. La propiedad, seguidamente, deberá aportarlo ante el Ayuntamiento en los términos del artículo 9 de la presente Ordenanza.

 6. El Informe de Evaluación realizado por encargo de la Comunidad o agrupación de comunidades de propietarios que se refieran a la totalidad del edificio o complejo inmobiliario, mientras no se refleje lo contrario en el informe, extenderá su eficacia a todos y cada uno de los locales y viviendas existentes.

 Artículo 9. Reglas para la presentación del Informe de Evaluación.

 1. La presentación de los informes de Evaluación ante el Ayuntamiento es una obligación de la propiedad de los inmuebles con independencia de que exista o no un requerimiento municipal para ello, y deberá realizarse dentro de los plazos señalados en el artículo 4º de la presente Ordenanza. Los sucesivos Informes de Evaluación deberán presentarse en el año del cumplimiento del período fijado a tal efecto, contado desde la fecha del vencimiento de cada obligación, con independencia de la fecha de presentación del anterior Informe de Evaluación.

 2. En todo caso, la Corporación se reserva la facultad de requerir expresamente dichos informes, de manera individualizada, en los siguientes supuestos: 

a). Cuando el edificio se vea o se haya visto afectado por un expediente de orden de ejecución o ruina, o una inspección municipal revele su necesidad. 

b). Cuando se presente una declaración responsable de segunda ocupación que suscite alguna duda o controversia.

 c). Cuando sea requerida a instancia de algún interesado u organismo, público o privado.

 d). Cuando se presuma o verifique la necesidad de ejecutar obras o actuaciones para la protección, rehabilitación o mejora del ambiente urbano o la seguridad de los edificios y/o viandantes. 

e). Cuando transcurridos los plazos de presentación del informe, y encontrándose el inmueble en el ámbito de aplicación de la Ordenanza, sea necesaria su justificación por cualquier otra causa no prevista en el presente apartado. Esta facultad municipal también será extensible al certificado acreditativo del cumplimiento de las medidas propuestas en un previo informe IEE. 

3. El Informe de Evaluación se cumplimentará según los modelos oficiales de informe descritos en el Anexo III de la misma, y deberá presentarse en modelo normalizado en el  Registro General del Ayuntamiento, así como en los demás registros públicos previstos en la normativa vigente. Se deberá presentar, ante el Ayuntamiento, una copia del Informe de Evaluación en formato papel y otra en formato electrónico. La remisión al Ayuntamiento de los IEE será requisito necesario para la eficacia de los mismos.

4. Asimismo, los obligados adjuntarán en el Libro del Edificio, en caso de existir, una copia del Informe de Evaluación presentado o, en su defecto, en la documentación técnica existente, siendo responsables de su custodia.

 5. En aquellos supuestos en que el informe IEE señale daños que requieran una intervención urgente, se observará en su presentación las siguientes reglas: 

a) Se acompañará el compromiso expreso de ejecución del propietario de iniciar y ejecutar los trabajos así como las medidas u obras necesarias en los términos de dicho informe, sin perjuicio de la necesidad de obtener las autorizaciones administrativas pertinentes. En este caso, el Ayuntamiento podrá dar traslado del Informe IEE al órgano competente de la Junta de Extremadura a los efectos de tratamiento estadístico.

 b) Simultáneamente a la presentación del IEE se presentará declaración responsable, comunicación previa o, en su caso, solicitud de licencia de obras junto con su documentación accesoria. 

c) El IEE deberá pronunciarse también acerca de la necesidad o no de establecer medidas para la protección de la vía pública y, por lo tanto, adoptarlas simultáneamente a la presentación de dicho informe, tras haber solicitado la correspondiente ocupación de la vía pública, y todo ello sin perjuicio de la ejecución subsidiaria en caso de incumplimiento.

 6. En el supuesto de que el IEE se presente sin los requisitos formales esenciales o sin ajustarse al contenido de la presente Ordenanza, se requerirá al interesado para la subsanación de defectos observados en la documentación, concediéndole a tal efecto un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, advirtiéndole, en caso de no aportar la documentación requerida, que se considerará el informe como no presentado. 

7. Sin perjuicio del apartado anterior, si de la documentación presentada se deduce la existencia de daños que puedan implicar un incumplimiento del deber de conservación, éstos se pondrán de forma inmediata en conocimiento de los servicios municipales competentes en la materia, para que actúen de la forma que proceda según lo establecido en la presente Ordenanza.

 8. Una vez presentado el IEE, el órgano municipal competente procederá a su anotación en el Registro de Edificios, si lo hubiera. Los propietarios podrán solicitar una copia de la anotación en el Registro de Edificios a los efectos de acreditar el estado de conservación de sus inmuebles.

 9. En caso de que se considere necesario, el Ayuntamiento podrá realizar cuantos requerimientos estime convenientes para completar, explicar y/o justificar el contenido de los documentos presentados.

 Artículo 10. Consecuencias del incumplimiento de presentar el IEE en los plazos establecidos.

 1. La finalización del plazo establecido para obtener el primer o sucesivos IEE sin acreditar su presentación actualizada en el Ayuntamiento, así como su presentación sin cumplir cualquiera de los requisitos señalados en la presente Ordenanza, se considerará como incumplimiento del deber de realizar el informe de Evaluación.

2. La falta de presentación del informe IEE o del certificado acreditativo del cumplimiento de las medidas propuestas en un previo informe IEE, en el plazo de un mes desde el requerimiento expreso municipal, determinará la apertura de expediente sancionador y del procedimiento de ejecución subsidiaria, sin perjuicio de la imposición de multas coercitivas. En estos casos, si en el plazo de 30 días naturales desde la fecha de la comunicación de apertura del procedimiento sancionador la propiedad aportase el informe o el certificado referido, se procederá al archivo de las actuaciones sin imposición de sanción alguna. Si esta presentación se verifica entre el mes segundo y tercero desde dicha comunicación de apertura, se procederá a reducir el importe de la multa en un 95%. En ambos casos, estas medidas de gracia no serán aplicables en los supuestos de deficiencias muy graves o que hayan requerido una intervención urgente o hubiesen atentado de forma inmediata contra la seguridad de los ocupantes del edificio, vecinos, colindantes y transeúntes. La sanción que pudiera imponerse será independiente y adicional de las multas coercitivas y del pago de la ejecución de las obras realizadas subsidiariamente por el Ayuntamiento.

 3. Incumplida la obligación de presentar el IEE en los plazos previstos en esta Ordenanza, los propietarios de edificios no podrán solicitar las ayudas o subvenciones municipales correspondientes para realizar obras en sus inmuebles. 

4. La ejecución subsidiaria del IEE por la Corporación será potestativa del Ayuntamiento y se sujetará a las siguientes reglas:

 
a) El órgano competente de la Corporación ordenará, previo trámite de audiencia por plazo no inferior a diez días ni superior a quince, la realización subsidiaria del IEE a costa del obligado, debiendo encomendarse al técnico competente o a entidades de inspección autorizadas y registradas de acuerdo con la normativa vigente. 

b) En la notificación de la resolución se señalará la fecha de inicio de la inspección, así como la identidad del técnico facultativo competente o entidad de inspección contratada para su realización, la referencia del contrato suscrito con el municipio y el importe de los honorarios a percibir por este concepto, que será liquidado a cuenta y con antelación a la realización de la misma, a reserva de la liquidación definitiva. Si hubiere oposición de los propietarios o moradores a la práctica de inspección, se solicitará el correspondiente mandamiento judicial para la entrada y realización del IEE. 

c) Se dará traslado al obligado los importes correspondientes a la liquidación subsidiaria, que deberá efectuarse con carácter previo al inicio de las actuaciones materiales de ejecución. 

Artículo 11. Consecuencias de la emisión desfavorable de Informes de Evaluación.

 1. Ante la emisión desfavorable del informe de Evaluación, la propiedad del inmueble debe adoptar las medidas correctoras necesarias para enmendar las deficiencias, en la forma y plazo que establezca dicho informe, con independencia de que exista requerimiento municipal para ello. A tal efecto, la propiedad deberá solicitar, obtener y/o presentar las autorizaciones administrativas necesarias para acometer las obras de conservación o rehabilitación que exijan los informes.

 2. Cuando el Ayuntamiento tenga conocimiento de que el IEE de un inmueble es desfavorable, y sin perjuicio de las potestades de inspección de los servicios técnico municipales, requerirá a la propiedad para que en el plazo de dos meses legalice las obras para subsanar las deficiencias detectadas en dicho informe y/o reveladas en la inspección municipal, con la advertencia de que en caso de incumplimiento se podrá incoar el expediente de orden de ejecución y sancionador. La falta de ejecución, total o parcial, de las obras y trabajos ordenados para la subsanación de los desperfectos y deficiencias detectados en los edificios legitimará al órgano municipal competente para ordenar su ejecución subsidiaria, sobre la base de dichos informes de evaluación y, en su caso, de las visitas de inspección que se consideren necesarias. 

3. Cuando el informe desfavorable revele la necesidad de realizar intervenciones urgentes, se observará lo dispuesto en el artículo 9.5 de la presente Ordenanza. En estos casos, el Ayuntamiento quedará facultado para comprobar, en el plazo máximo de tres meses, a contar desde la presentación del informe IEE, si se ha procedido a la ejecución de las medidas propuestas en el informe por parte de los propietarios, lo que requerirá la previa obtención y/o presentación de las autorizaciones correspondientes. Dicho plazo podrá ser ampliado por causas justificadas. 

4. Una vez ejecutadas las obras de conservación/reparación previstas en los informes IEE desfavorables, los propietarios del inmueble deberán presentar ante la Corporación el certificado emitido por técnico competente acreditativo de que se han subsanado los reparos observados en la inspección, para su incorporación al Registro de Edificios, si lo hubiere. 

5. En el supuesto de que al amparo del IEE el edificio fuera susceptible de realizar ajustes razonables en materia de accesibilidad, éstos deberán realizarse dentro del plazo establecido en la normativa vigente, debiendo comunicar al Ayuntamiento su efectiva realización.

 Artículo 12. Eficacia del IEE en relación con la acreditación del deber legal de conservación.

 1. Los IEE favorables, que se encuentran debidamente actualizados, serán documento justificativo del cumplimiento ante la Administración del deber legal de conservación. 

2. Cuando del contenido de los IEE se revelen deficiencias que requieran de algún tipo de intervención urgente, la eficacia del mismo a los efectos de acreditar el cumplimiento del deber legal de conservación se condicionará a la certificación por titulado competente de la realización efectiva de las obras y trabajos de conservación requeridos para mantener el inmueble en el estado legalmente exigible, y en el tiempo señalado al efecto. 

3. Cuando las deficiencias requieran de una intervención pero sin que ésta requiera carácter de urgencia, será suficiente para la justificación del cumplimiento legal de conservación la comprobación en la siguiente inspección periódica de la realización efectiva de las obras y trabajos de conservación requeridos para mantener el inmueble en el estado legalmente exigible.

4. Las deficiencias recogidas en el informe en materia de eficiencia energética y accesibilidad no se considerarán a efectos de justificar el cumplimiento del deber legal de conservación, si bien deberán ser tenidas en cuenta en el caso de iniciar una rehabilitación del edificio. En cualquier caso, se estará a lo dispuesto por las normativas específicas. 

5. Los informes de IEE podrán servir de base para el dictado de órdenes de ejecución en aras a garantizar las condiciones de seguridad, salubridad y ornato de los inmuebles, en aquellos casos en los que se constate el incumplimiento del deber de conservación por parte de los propietarios obligados. 

Artículo 13. Registro de Edificios.

 1. La Corporación elaborará un Registro de Edificios informatizado, dependiente del  Servicio  de Urbanismo y susceptible de renovación continua, a los efectos de hacer constar: 

a) Los informes de IEE que se presenten en el Ayuntamiento, bien a instancia de parte o a requerimiento municipal.

 b) El listado de edificios obligados a efectuar el primer o sucesivos informes de evaluación, al amparo de la presente Ordenanza. 

c) Las actuaciones que se realicen en los edificios como consecuencia de los informes de IEE desfavorables, entre las que se incluirán las obras de conservación, rehabilitación o acondicionamiento para subsanar las deficiencias detectadas en el estado de conservación de los edificios, los ajustes en materia de accesibilidad así como cualquier otra información relacionada con el deber de conservación.

 2. Los datos que se reflejarán en relación con los inmuebles incluidos en el Registro de Edificios serán los siguientes:

 a) Emplazamiento y referencia catastral, características, nivel de protección del inmueble y pertenencia, en su caso, a la zona de centro histórico protegido.

 b) Fecha de construcción o, en su defecto, año aproximado. 

c) Informes de Evaluación realizados previamente, en caso de existir, especificando su resultado y las eventuales deficiencias detectadas, su eventual subsanación o no, las obras de mantenimiento y conservación ejecutadas así como cuantos otros datos complementarios se consideren necesarios.

 d) Descripción de la licencia solicitada u orden de ejecución dictada, a raíz de un informe de Evaluación desfavorable. 

e) Fecha del certificado acreditativo de la realización de las obras de intervención urgente recomendadas en el último informe.

 3. Este Registro tendrá carácter interno y su finalidad será el control municipal del cumplimiento de las obligaciones derivadas del deber de conservación y de la normativa vigente en la materia. Los datos obrantes en el Registro serán públicos en cuanto a los datos básicos y a los solos efectos estadísticos, debiendo respetarse en todo momento la normativa vigente en materia de protección de datos de naturaleza personal.

 4. Los datos obrantes en el Registro podrán ser modificados o corregidos de oficio o a instancia de parte cuando se compruebe la inexactitud de los mismos por parte de los servicios municipales.

RÉGIMEN SANCIONADOR
 Artículo 14. Infracciones y sanciones. 

1. Se establece una multa económica de seiscientos a seis mil euros a los propietarios que incumplan las previsiones de esta Ordenanza en relación con sus inmuebles.

 2. Siempre que no exista previsión expresa de régimen sancionador en la normativa estatal o autonómica, las infracciones de esta Ordenanza serán sancionadas, de acuerdo con la legislación del régimen local, de la siguiente manera: 

a) Leves, con multa de hasta el 10% de la cuantía máxima legal.

 b) Graves, con multa de hasta el 50% de la cuantía máxima legal. 

c) Muy graves, con multa de hasta el 100% de la cuantía máxima legal. 

3. Se considerarán infracciones muy graves: 

a) Cualquier incumplimiento activo u omisivo de las previsiones de esta Ordenanza que afecten a inmuebles con deficiencias muy graves, que requieran una intervención urgente o que atenten de forma inmediata contra la seguridad de los ocupantes del edificio, vecinos, colindantes y transeúntes.

 
b) El falseamiento intencionado, por acción u omisión, de los informes IEE o de los certificados posteriores. 

c) La falta de presentación en plazo sin causa justificada de los informes IEE o de los certificados posteriores, tras el requerimiento expreso municipal, respecto a inmuebles con deficiencias muy graves.

 4. Se considerarán infracciones graves: 

a) Cualquier incumplimiento activo u omisivo de las previsiones de esta Ordenanza que afecten a inmuebles con deficiencias graves, que requieran una intervención no urgente a medio plazo o que pudiera comprometer en un futuro la seguridad de los ocupantes del edificio, vecinos, colindantes y transeúntes.

 b) La falta de presentación en plazo sin causa justificada de los informes IEE o de los certificados posteriores, tras el requerimiento expreso municipal, respecto a inmuebles con deficiencias graves o leves.

 5. Se considerarán infracciones leves:

 a) Cualquier incumplimiento activo u omisivo de las previsiones de esta Ordenanza que afecten a inmuebles con deficiencias leves o que requieran una intervención a largo plazo.

 b) Cualquier otro incumplimiento no tipificado como muy grave o grave en la presente Ordenanza.

Artículo 15. Criterios de graduación de las sanciones.

Las sanciones se impondrán teniendo en cuenta para su graduación, la gravedad de la infracción, el perjuicio causado a los intereses generales, el beneficio obtenido, la intencionalidad, la reiteración, la reincidencia y la capacidad económica del infractor. 

En la fijación de las multas se tendrá en cuenta que la comisión de la infracción no resulte más beneficiosa al infractor que el cumplimiento de las normas infringidas, así como lo dispuesto en el artículo 10.2 de la presente Ordenanza. 

Artículo 16. Los sujetos responsables. 

1. Serán sujetos responsables de las infracciones del artículo anterior las personas físicas o jurídicas, públicas o privadas, que ostenten la titularidad de los inmuebles.

 2. En el caso de edificios en régimen de propiedad horizontal, será sujeto responsable la comunidad de propietarios o, en su caso, el propietario que impida que se lleve a cabo el informe IEE o la realización de las obras subsiguientes a la misma. 

3. También se considerarán responsables a los técnicos competentes que intencionadamente falseen u omitan datos en sus informes IEE o certificados posteriores.

 Artículo 17. Procedimiento sancionador.

 El incumplimiento de las previsiones de la presente Ordenanza habilitará al órgano competente para la incoación del procedimiento sancionador, que se realizará, sin perjuicio de la ejecución subsidiaria, conforme a lo dispuesto en la LSOTEX, y en el Real Decreto 1398/93, de 4 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento para el ejercicio de la potestad sancionadora.

 Artículo 18. Participación ciudadana.

 1. Los órganos responsables de la tramitación de los expedientes a que se refiere esta Ordenanza facilitarán la participación de los vecinos a través de las entidades representativas. A tal efecto, las asociaciones vecinales que estén debidamente inscritas en el registro municipal tendrán la consideración de interesados en cualquiera de los procedimientos, en su zona de influencia, a que se refiere esta Ordenanza desde su personación en los mismos, siempre que se garantice lo establecido en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal.

 2. La Administración Local, con el fin de promover el establecimiento del Informe de Evaluación, así como su desarrollo y aplicación, podrá solicitar la colaboración de dichas asociaciones en aquellos supuestos en los que la problemática social lo haga aconsejable, así como de los Colegios Profesionales que en cada caso corresponda. 

Disposición adicional primera.- Creación del Registro de Edificios.

El órgano competente municipal en materia de conservación y rehabilitación creará, en el plazo máximo de veinticuatro meses desde la publicación de la Ordenanza en el Boletín Oficial de la Provincia, el Registro de Edificios previsto en la presente Ordenanza y regulará su organización y funcionamiento.

 Disposición final. Entrada en vigor.

 Esta Ordenanza entrará en vigor  a los quince días de su publicación íntegra en el Boletín Oficial de la Provincia de Cáceres y permanecerá en vigor hasta su modificación o derogación expresa.

 




ANEXO 1. Definiciones
A los efectos de lo dispuesto en esta Ordenanza, siempre que de la legislación específicamente aplicable no resulte otra definición más pormenorizada, los conceptos incluidos en este anexo serán interpretados y aplicados con el significado y alcance siguientes: 

Seguridad: Condiciones mínimas de seguridad estructural que deberá cumplir un edificio, de tal forma que no se produzcan en el edificio, o partes del mismo, daños que tengan su origen o afecten a la cimentación, los soportes, las vigas, los forjados, los muros de carga u otros elementos estructurales, y que comprometan directamente la resistencia mecánica y la estabilidad del edificio. 

Salubridad: Condiciones mínimas que deberá cumplir un edificios de forma que no atente contra la higiene y la salud pública, de manera que no se produzcan filtraciones de agua a través de la fachada, cubierta o del terreno y que se mantengan en buen estado de funcionamiento las redes generales de fontanería y saneamiento de modo que se garantice su aptitud para el uso al que estén destinadas. 

Accesibilidad: Condiciones mínimas que deben cumplir los edificios de tal forma que sean utilizables y practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autónoma y natural posible. 

Eficiencia energética: Relación entre la producción de un rendimiento, servicio, bien o energía, y el gasto de energía. 

Mejora de la eficiencia energética: Aumento de la eficiencia energética como resultado de cambios tecnológicos, de comportamiento y/o económicos. 

Intervención que altera la configuración arquitectónica del edificio: entendiendo por tal la que tengan carácter de intervención total o las parciales que produzcan una variación esencial de la composición general exterior, la volumetría, o el conjunto del sistema estructural, o tengan por objeto cambiar los usos característicos del edificio; así como, las obras que tengan el carácter de intervención total en edificaciones catalogadas o que dispongan de algún tipo de protección de carácter ambiental o histórico-artístico, regulada a través de norma legal o documento urbanístico y aquellas otras de carácter parcial que afecten a los elementos o partes objeto de protección. 

Intervenciones en los edificios: Se consideran intervenciones en los edificios existentes, las siguientes: 

a) Ampliación: Aquellas en las que se incrementa la superficie o el volumen construidos. 

b) Reforma: Cualquier trabajo u obra en un edificio existente distinto del que se lleve a cabo para el exclusivo mantenimiento del edificio. 

c) Cambio de uso.

Mantenimiento: Conjunto de trabajos y obras a efectuar periódicamente para prevenir el deterioro de un edificio o reparaciones puntuales que se realicen en el mismo, con el objeto mantenerlo en buen estado para que, con una fiabilidad adecuada, cumpla con los requisitos básicos de la edificación establecidos 

ANEXO 2.

Modificación del modelo de Informe de Evaluación de los Edificios
El modelo de Informe de Evaluación de los Edificios contenido en el Anexo 3 podrá ser completado y adaptado a la nueva normativa que pueda entrar en vigor con posterioridad a la aprobación de esta Ordenanza así como, en función de las nuevas aplicaciones telemáticas, mediante el correspondiente acuerdo del órgano competente para ello, sin necesidad de modificar la presente Ordenanza. 
ANEXO 3. 

MODELO DE INFORME DE EVALUCIÓN DE LOS EDIFICIOS.

(según documento adjunto)”
El Sr. Licerán, del grupo socialista, pregunta si no se provocará una duplicidad de registros con el nuevo decreto que está redactando la Junta de Extremadura. 

El Sr. González Palacios, Secretario de esta Comisión, informa que la aprobación de esta Ordenanza es necesaria para la aplicación del Texto Refundido de la Ley del Suelo y que se ha basado en el texto tipo de la Federación de Municipios y Provincias adecuándose al contenido de la ley, y que cuando se apruebe el Decreto se podrá adaptar al mismo. 

El Sr. Ibarra, de Ciudadanos afirma que esta Ordenanza es muy importante para el sector de la construcción, para la seguridad y tranquilidad de los ciudadanos y para los técnicos profesionales. 

La COMISIÓN, tras breve debate, con 6 votos favorables de los tres miembros del Grupo Popular, dos del Grupo Socialista y del de Ciudadanos, y la abstención del vocal de CácERES TU, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la aprobación inicial de la Ordenanza reguladora del Informe de Evaluación de los Edificios junto con las propuestas realizadas en el informe del Servicio de Urbanismo. 

8º.-
Propuesta de modificación del Plan General Municipal sobre Suelo No Urbanizable.

Por el Sr. Presidente de esta Comisión se hace entrega a los grupos del documento elaborado para la modificación del Plan General Municipal en materia de suelo no urbanizable para que sea estudiado por los mismos y puedan presentar aportaciones antes de que sea traído a esta Comisión para su aprobación con el resto de documentos necesarios que se aportarán. 

9º.- 
Ruegos y Preguntas.

El Sr. Licerán del Grupo Socialista ruega que se actúe por el Ayuntamiento sobre las parcelas que se encuentran en mal estado con pastos y falta de cerramiento. 


El Sr. Pacheco contesta que son numerosos los expedientes que se incoan desde la Sección de Disciplina Urbanística y que en muchos casos los propietarios actúan pero que en otros hay que iniciar procedimientos de ejecución subsidiaria que son muy complejos.  
Y no habiendo más asuntos que tratar, por el Sr. Presidente de la Comisión se da por finalizada la sesión, siendo las nueve horas y cuarenta y cinco minutos, de la que se extiende la presente acta y de todo lo cual como Secretario doy fe. 
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